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Exp: 15-004733-0007-CO 
Res. Nº 2015005493
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las catorce horas treinta minutos del veintiuno de abril de dos mil quince .
                 Recurso de amparo que se tramita en expediente número 15-004733-0007-CO, interpuesto por CONSTANTINO JIMENEZ GUERRERO, cédula de identidad 0102500985, contra el HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS. 
Resultando:
                 Revisados los autos;
                 Redacta el Magistrado Cruz Castro; y,
Considerando:
I.- OBJETO DEL RECURSO. El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone que es una persona adulta mayor de 78 años de edad. Afirma que en el año 2012 se le diagnosticó hidroartrosis, ruptura meniscal bilateral y quiste meniscal de rodilla izquierda, que le provocan fuertes dolores e limitación en su movilización.  Incluso debido a su padecimiento ha sufrido varias caídas. Señala que el médico tratante del Servicio de Ortopedia del Hospital San Juan de Dios le indicó que era necesario operarlo, por lo que se le incorporó en la lista de espera respectiva, además, se le prescribió acetaminofén con codeína para el dolor. Alega que a la fecha no se le ha programado la cirugía que requiere, siendo que en la actualidad ocupa el lugar número 1239 de una lista de 1842 personas en espera de un procedimiento de reemplazo articular. Manifiesta que como persona adulta mayor cuenta con un fuero de protección especial a efecto de garantizar la integridad física, psíquica y moral, aspectos que han sido inobservados por las autoridades del nosocomio recurrido, quienes pese a su condición de salud, no le han realizado la cirugía que necesita. Sostiene que con el transcurso de los años sólo se le dan excusas sobre la falta de atención oportuna, lo que convierte en nugatorios sus derechos como persona adulta mayor. Considera que los hechos expuestos violentan sus derechos fundamentales.
II.- HECHOS PROBADOS. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos, sea porque así han sido acreditados o bien porque el recurrido haya omitido referirse a ellos según lo prevenido en el auto inicial:
1. El recurrente es una persona adulta mayor de 77 años de edad y es paciente del nosocomio accionado (hecho no controvertido).
2. El recurrente fue valorado en primera ocasión el 23 de julio de 2012 y se determinó su padecimiento como un trauma de rodilla artrosis severo, por lo cual fue anotado para reemplazo total de rodilla izquierda (ver informe de la Directora General y el Jefe del Servicio de Ortopedia Traumatología y Rehabilitación, ambos del Hospital San Juan de Dios).
3. La patología del recurrente no ha sido catalogada como urgencia médica, condición que ha sido verificada en citas del 02 de julio de 2013 y 02 de julio de 2014 (ver informe de la Directora General y el Jefe del Servicio de Ortopedia Traumatología y Rehabilitación, ambos del Hospital San Juan de Dios).
4. El paciente se encuentra en lista de espera para la cirugía prescrita (ver informe de la Directora General y el Jefe del Servicio de Ortopedia Traumatología y Rehabilitación, ambos del Hospital San Juan de Dios).
III.- HECHOS NO PROBADOS. Ninguno de relevancia para esta resolución.
IV.- SOBRE EL DERECHO LA SALUD. La Sala, ha sostenido en otras oportunidades, que excede el marco de sus competencias determinar cuánto tiempo es el justo y necesario, desde el punto de vista médico, para atender en general a las personas enfermas que acuden a los servicios que brinda la Caja Costarricense de Seguro Social, pues ello depende de la evaluación o criterio técnico-científico preciso sobre la premura o no del tratamiento que amerita cada una. Pero también existe un derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, el cual impone a los entes públicos actuar en el ejercicio de sus competencias y la prestación de los servicios públicos de forma eficiente y eficaz. Se trata de todos los servicios públicos, prestados por las administraciones públicas, incluidos los asistenciales o sociales, es un imperativo que emana de la eficacia normativa directa e inmediata de la Constitución Política. Igualmente, es reiterada la jurisprudencia de este Tribunal Constitucional en cuanto a los valores que tutela nuestro ordenamiento jurídico, tales como la vida y la salud. La Constitución Política establece en el artículo 21 que la vida humana es inviolable y es a partir de dicho enunciado que se ha derivado el derecho a la salud de toda persona, siendo en definitiva el Estado el encargado de velar por su tutela efectiva. La preponderancia de la vida y de la salud, como valores supremos de las personas, está presente y señalada como de obligada tutela para el Estado, no sólo en la Constitución Política sino también en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país como la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por ende, el régimen de seguridad social es también un pilar fundamental del sistema democrático nacional, al encontrar su sustento en el artículo 73 de la Constitución Política. De conformidad con dicho ordinal, la Caja Costarricense de Seguro Social es la institución llamada a brindar tal servicio público, debiendo instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos y brindar atención oportuna a los pacientes, entre otras cosas (ver sentencia número 5934-97 de las dieciocho horas treinta y nueve minutos del veintitrés de setiembre de mil novecientos noventa y siete). 
IV.- CASO CONCRETO. In limine litis, el recurrente expone que es una persona adulta mayor de 77 años de edad y es paciente del nosocomio accionado. En el año 2012 se le diagnosticó hidroartrosis, ruptura meniscal bilateral y quiste meniscal de rodilla izquierda, que le provocan fuertes dolores e limitación en su movilización.  Incluso debido a su padecimiento ha sufrido varias caídas. El médico tratante del Servicio de Ortopedia del Hospital San Juan de Dios le indicó que era necesario operarlo, por lo que se le incorporó en la lista de espera respectiva, además, se le prescribió acetaminofén con codeína para el dolor. Alega que a la fecha no se le ha programado la cirugía que requiere, siendo que en la actualidad ocupa el lugar número 1239 de una lista de 1842 personas en espera de un procedimiento de reemplazo articular. Considera que la falta de atención médica oportuna lesiona sus derechos fundamentales. Dado que en el informe rendido por las autoridades accionadas, no se pronuncian de forma amplia, sobre los hechos concretos acusados por el recurrente y, tampoco aportaron el expediente médico solicitado, de conformidad con lo señalado en el artículo 45 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tienen por ciertos los hechos alegados por la parte recurrente, con relación a lo omitido en el informe y se entra a estudiar la procedencia del amparo, con la base fáctica expuesta, sin que ello implique de forma automática que se acoja el recurso. Del informe rendido por los representantes de la autoridad recurrida -que se tienen por dados bajo fe de juramento con las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44 de la Ley que rige esta Jurisdicción- y la prueba aportada para la resolución del asunto, se tiene por acreditado que, efectivamente, el recurrente es una persona adulta mayor y paciente del Hospital accionado.  Desde el 23 de julio de 2012, se determinó su padecimiento como un trauma de rodilla artrosis severo, por lo cual fue anotado para reemplazo total de rodilla izquierda. En ese sentido, las autoridades accionadas estiman que la patología del recurrente no ha sido catalogada como urgencia médica, condición que ha sido verificada en citas del 02 de julio de 2013 y 02 de julio de 2014. Del cuadro fáctico indicado, esta Sala estima, que el paciente ha sufrido muchos años como consecuencia la patología que presenta, situación que lesiona  su derecho a la salud, situación que se agrava con el hecho de que se trata de una persona adulta mayor, que lleva más de tres años esperando por una cirugía y, a la fecha, ni siquiera tienen una fecha aproximada para que se practique la cirugía que requiere, la cual ya fue prescrita por parte del médico tratante. Bajo el anterior razonamiento, existen suficientes elementos de prueba que justifican la estimatoria del presente recurso de amparo  por violación, no solo de lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política, sino también, por lo señalado en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país como la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
V.- VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO. Me separo de la opinión mayoritaria de la Sala para desestimar el amparo, debido a que en este asunto no se ha tenido como debidamente comprobado que el propio médico tratante del amparado haya declarado que su caso requiere de atención urgente. Al carecerse del respaldo de un profesional de medicina acerca de la necesidad de atender al actor en un lapso distinto del originalmente previsto, no es claro que la estimatoria del amparo salvaguarde su derecho a la salud y, por el contrario, se corre el riesgo de lesionar el derecho de los otros pacientes cuyas fechas de tratamiento deban variarse para dar prioridad al actor. De este modo, por considerar que no se ha lesionado el derecho a la salud del recurrente, salvo el voto y declo sin lugar el recurso.
Por tanto:
Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a ILEANA BALMACEDA ARIAS y VÍCTOR CHAVES ACUÑA en sus respectivas calidades de Directora General y Jefe de Servicio de Ortopedia, Traumatología y Rehabilitación, ambos del Hospital San Juan de Dios, o a quienes ocupen esos cargos, para que dentro del plazo máximo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que al amparado se le realice la cirugía que requiere, todo bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante, siempre que una variación de las circunstancias médicas del paciente no contraindique tal intervención. Se advierte a las autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese a ILEANA BALMACEDA ARIAS y VÍCTOR CHAVES ACUÑA en sus respectivasd calidades de Directora General y Jefe de Servicio de Ortopedia, Traumatología y Rehabilitación, ambos del Hospital San Juan de Dios, o a quienes ocupen sus cargos, EN FORMA PERSONAL. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar el recurso.
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